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A pesar de que las redes constituyen elementos esenciales de los procesos de urbanización y 

de la configuración del territorio, el urbanismo actual se mantiene reticente a definirse como 

un urbanismo de las redes. Así, el Derecho Urbanístico se inhibe de regular los modos de 

ocupar el territorio propios de las redes, de lo que se encarga el derecho sectorial de la 

actividad económica correspondiente, que establece en consecuencia nuevas obligaciones e 

impone sacrificios del derecho de propiedad. Se estudian en este artículo los mecanismos 

jurídicos específicos diseñados para el despliegue de las redes eléctricas tales como las 

expropiaciones de facultades dominicales, las cesiones obligatorias de uso de locales y las 

peculiaridades del régimen de ocupación del dominio público. 

 

 

Urbanización y redes 

 

En el capitalismo contemporáneo, postindustrial y tecnológico, las redes de servicios y de 

información constituyen un elemento consustancial y definidor del propio sistema social y 

económico. Son inherentes a nuestro modo de vida, son, por ello, paradigma de nuestra 

civilización actual. Las manifestaciones más características de la globalización, desde la 

economía financiera mundial hasta la urbanización planetaria, no serían posibles sin el grado 

de desarrollo tecnológico de las redes técnicas. 

 

Sin embargo, el Urbanismo1 se muestra ajeno a la realidad de las redes técnicas de servicios 

como elementos principales de los procesos urbanizatorios –pese a la rápida generalización de 

algunas de ellas, como las de electricidad, desde épocas tempranas del s. XX- y se mantiene 

anclado en una concepción proveniente de la era industrial, centrado en técnicas de 

zonificación y edificación, propias de una urbanización concebida como canalizadora del 

crecimiento de la ciudad.  

 

Quizás por la misma razón, tampoco ha sabido entender del todo que la urbanización ya no 

puede restringirse, en su definición, a la ordenación de la ciudad y su crecimiento, ni siquiera 
                                                           

1 Se alude al Urbanismo, en este artículo, desde una perspectiva amplia, entendiéndolo, -al igual que hacía la Ley 

del Suelo de 1956-, como “ordenación integral de las relaciones humanas con el medio físico” (Parejo Alfonso, 

1986, p. 51), sin que constituya objeto de análisis su disquisición conceptual con la ordenación del territorio. 
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abarcando los modernos fenómenos de urban sprawl. La urbanización es hoy más una 

“condición planetaria”, como se postula desde el Urban Theory Lab (Universidad de Harvard) 

que avanza un concepto teórico de “urbanización planetaria” configurada por paisajes 

operacionales funcionales respecto de las aglomeraciones urbanas y al servicio de los flujos 

de acumulación de capital que, en definitiva, determina múltiples modos de urbanización que 

afectan a territorios remotos, océanos e incluso a la atmósfera. Para Neil Brenner “las 

ciudades son sólo una forma de urbanización” lo que le lleva a explorar, en el esfuerzo de 

comprensión teórica de la urbanización, “las operaciones e impactos de gran alcance de 

procesos de urbanización que se están desarrollando mucho más allá de los grandes centros de 

aglomeración”2, entre los que cita específicamente los relacionados con las infraestructuras. 

 

En efecto, las redes de infraestructuras de servicios urbanos y, particularmente, las redes de 

transmisión de energía eléctrica, constituyen un buen ejemplo de elementos urbanizatorios 

esenciales en las aglomeraciones urbanas que extienden su vis expansiva urbanizadora a lo 

largo y ancho del territorio, operacionalizando sus paisajes y contribuyendo como factores 

decisivos a esa condición urbana planetaria. 

 

 

La dimensión jurídica de la urbanización: el Derecho Urbanístico 

 

El Derecho Urbanístico es, en esencia, un régimen jurídico publificado del derecho de 

propiedad circunscrito a la propiedad del suelo. Es decir, el territorio, como objeto del 

derecho de propiedad, desborda los límites de la histórica configuración civilística de tal 

derecho (tributaria del Derecho Romano, individualista y absoluta) y da lugar, en su 

confluencia con el interés general (o función social de la propiedad) a la creación de un nuevo 

concepto del derecho de propiedad desde el ámbito jurídico público. Aparece, así, la 

concepción estatutaria del derecho de propiedad urbana (incluso, más genéricamente, del 

derecho de propiedad del suelo, pues este ya no se delimita sin atención a su potencial 

urbanizatorio). En España, el salto cualitativo que revoluciona el derecho de propiedad lo da 

la norma fundacional de la legislación urbanística de ámbito estatal, esto es, la Ley de 

Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 12 de mayo de 1956 (en adelante, Ley del suelo 

de 1956). Como enuncia en su propio nombre, es mucho más que una norma de ordenación 

urbana que pudiera presentarse engastada en el orden jurídico que le era contemporáneo. Es, 

fundamentalmente, una norma sobre régimen de suelo que innova radicalmente los 

presupuestos jurídicos en los que la ordenación urbana se inserta.  

 

En la base del nacimiento de este nuevo derecho de propiedad se encuentra la versatilidad del 

suelo (o porciones de territorio) para ser reconcebido desde la perspectiva capitalista como 

suelo “producido”, es decir, como suelo transformado a través del proceso de urbanización en 

un elemento nuevo susceptible de tráfico mercantil y de consumo básico o, en otras palabras, 

la potencialidad del suelo de generar riqueza como resultado de un proceso productivo, lo que 

lo ha catapultado como elemento de importancia central en el sistema económico.  

 

Pero, asimismo, en tal alumbramiento jurídico será esencial el modo en que, desde el 

Derecho, se interpretan las consecuencias de la presencia del interés general en la operación 

de producción del espacio urbanizado y la concreta manera en que dicho interés general 

enmarca, modula y limita tal operación, dotándola de legitimidad social. 

 
                                                           

2 Brenner 2017, p. 261 y 263. 
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En este sentido, comentando la Ley del Suelo de 1956, considera Parejo Alfonso que “la 

perspectiva determinante pasa a ser el interés general”, a lo que añade que “la consecuencia es 

la consideración de la propiedad inmueble como bien de interés público” así como la 

configuración de elementos determinantes de su régimen “como una decisión del poder 

público fuera de la disposición que al titular del suelo concede su derecho”3. 

 

La presencia del interés general determina, en último término, una publicatio de la actividad 

urbanística que implica la calificación del Urbanismo como función pública. 

 

Esta evolución jurídica que culmina con la formulación del derecho de propiedad urbana es 

calificada por García de Enterría y Fernández como “una de las más espectaculares 

transformaciones, a la vez, del derecho de propiedad y de las técnicas administrativas de 

intervención”4. 

 

 

Delimitación del derecho de propiedad urbana: deberes (o cargas) y facultades 

 

La nueva formulación del derecho de propiedad del suelo que la incorporación plena de la 

función social provoca se traduce en la concreción de su contenido como un conjunto de 

falcultades y deberes, dejando atrás la idea histórica de un derecho tendencialmente ilimitado. 

Expresado desde el punto de vista de un civilista, la propiedad –para Díez-Picazo- pasa a 

constituir no tanto un derecho subjetivo cuanto una situación jurídica en la que conflyen un 

ámbito de poder (haz de facultades o derecho subjetivo) y un ámbito de responsabilidad 

(núcleo de deberes legales, con su correspondiente sanción en caso de incumplimiento)”5. 

Surge así la nueva delimitación del derecho de propiedad del suelo o, lo que es lo mimo, su 

nueva definición.  

 

Como anunciaba el art. 61 de la Ley del Suelo de 1956, las facultades del derecho de 

propiedad se ejercen dentro de los límites y con el cumplimiento de los deberes establecidos 

en la ley o, en virtud de la misma, por los planes de ordenación, con arreglo a la calificación 

urbanística de los predios. En este artículo recoge la ley los tres elementos: facultades, límites 

y deberes, que reflejan la transmutación del derecho en situación jurídica. 

 

Desde un punto de vista jurídico, un derecho se “delimita” estableciendo sus facultades -

“delimitando los límites de estas”- y sus deberes, lo cual constituye una acción positiva de 

definición de su contenido “normal”. El concepto de deber -y también los de obligación o 

carga- como contenido del derecho conlleva, por tanto, un matiz positivo, ya que contribuye a 

su definición, del mismo modo que los límites propios de tal derecho enmarcan los confines 

de las facultades del derecho, señalan las fronteras de su extensión, que no puede ser nunca 

ilimitada6. 

 

Como deberes principales inherentes al derecho de propiedad urbana suelen citarse las 

cesiones obligatorias (de terrenos o de un porcentaje del aprovechamiento), el pago de los 

gastos de urbanización y la asunción, en su caso, de la conservación de la urbanización, y la 

obligación de edificar. 

                                                           

3 Gifreu Font et al 2016, p 139. 
4 García de Enterría & Fernández 2015, p. 159. 
5 Díez-Picazo 1964, p. 48. 
6 García de Enterría & Fernández 2015, p. 159. 
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La naturaleza jurídica de los deberes ínsitos en el derecho de propiedad urbana es, para Ortega 

García, la de verdaderos deberes jurídicos en sentido técnico, en tanto que comportamientos 

que el sujeto debe adoptar para alcanzar un beneficio propio7.  

 

Se distingue, en buena técnica jurídica, el “deber jurídico” de la “obligación” en la 

“circunstancia de que en ésta el comportamiento [...] se articula correlativamente como 

derecho de otro sujeto; por ejemplo, una obligación contractual”8. 

 

En una acepción estricta tampoco los conceptos de deber y carga son sinónimos pues, 

conforme indica Díez-Picazo, mientras los deberes son directamente exigibles, las cargas son 

conductas necesarias como presupuesto del acto de ejercicio de una facultad9.  

 

No obstante, Ortega García reconoce que los deberes jurídicos que conforman el derecho de 

propiedad urbana presentan diversos matices y en algunos casos responden a la esencia de las 

cargas y adopta por ello la denominación amplia de “deberes” y habla de modo disyuntivo de 

“deberes o cargas” dado que así lo hace también la legislación urbanística10. 

 

Para Serrano Alberca “las cargas y los deberes son dos de las situaciones jurídicas pasivas del 

propietario a través de las cuales penetra el interés público”. Admite, en todo caso, que 

presentan gran dificultad de distinción “porque mientras la situación de deber es una típica 

situación pasiva, la carga tiene connotaciones de situación activa” ya que “consiste en un 

agere debere, en estar obligado a hacer algo si se quiere conseguir la protección de un interés 

propio”. En consecuencia, entiende que los deberes positivos de cesión, financiación de la 

urbanización y edificación de solares “técnicamente deben ser llamados cargas”11. 

 

En definitiva, según Ortega García los deberes o cargas urbanísticas suponen la imposición de 

conductas positivas a cargo de los propietarios de terrenos “como compensación de las 

plusvalías que la urbanización ha de reportar (…) o en cumplimiento del destino natural de 

los solares –edificación forzosa- y son inherentes a la propiedad de las fincas”12. Discrepa 

Serrano Alberca que no concibe los deberes o cargas como una compensación por beneficios 

“como quiere la teoría estatutaria” sino que los vincula a la idea de justicia distributiva 

consustancial a la participación de la comunidad en las plusvalías13. 
 

El derecho de propiedad urbana, tal y como se configura en el ordenamiento jurídico español, 

es un juego de equilibrio en torno al concepto de plusvalía que contrarresta el beneficio que 

esta supone –sin eliminarla- con la ejecución de deberes y cargas que se proyectan 

directamente en beneficio de la comunidad, convirtiendo así la dinámica de transformación 

urbanística en un proceso beneficioso tanto en el plano colectivo como en el particular. 

 

Serrano Alberca lo expresa aludiendo a “dos principios básicos que son los nervios que dan 

energía a todo el sistema”, es decir, dos principios generales del derecho que informan las 

situaciones jurídicas activas y pasivas en relación con la propiedad del suelo: 

                                                           

7 Ortega García 1974, p. 28. 
8 García de Enterría & Fernández 2015, p. 128. 
9 Díez-Picazo 1971, p. 24. 
10 Ortega García 1974, p. 29. 
11 Serrano Alberca 2009, p. 100, 102 y 103. 
12 Ortega García 1974, p. 37. 
13 Serrano Alberca 2009, p. 101. 
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El principio de igualdad adquiere en derecho urbanístico el aspecto externo del derecho de 

equidistribución de beneficios y cargas, principio más privado que público, [...]. Mientras que el de 

reparto de plusvalías entre la Comunidad y el propietario es más público que privado. 

 

El principio de reparto de plusvalías entre la Comunidad y el propietario, reconocido en el artículo 

47 de la Constitución, es el fundamento de los deberes y de las cargas urbanísticas, es, en 

definitiva, la fórmula para que la propiedad cumpla la función social que exige el interés de la 

Comunidad14. 

 

El reparto de plusvalías como fórmula genérica se estructura a través de manifestaciones 

concretas (cesiones, coste de la urbanización, obligación de construir). Por su parte, “la 

equidistribución de estas cargas, al igual que de los beneficios, entre los propietarios no es 

ella misma una carga más, sino el efecto o reflejo del principio de igualdad, que no afecta 

directamente al interés público, sino a los intereses entre particulares”15. 

 

 

Derecho de propiedad de las redes de infraestructuras de servicios 

 

Esta regulación jurídico-pública del Urbanismo, con su rompedora formulación del derecho 

de propiedad privada del suelo, quedó ya, en sus líneas maestras, perfilada en 1956, 

constituyendo una publicatio ultimada a la que la actividad legislativa posterior sólo 

perfeccionaría en sus detalles técnicos. 

 

No obstante, y siendo esto cierto, no lo es menos que ese régimen, de vocación integral, 

focalizó su atención en una concepción estática del suelo, compartimentado en función de la 

asignación de usos y entendido en términos de zonificación, como soporte de la edificación. A 

pesar de contar en España con auténticos precursores de una visión orgánica del Urbanismo, 

que no atendiese sólo a la “habitabilidad” sino también a la “vialidad”, cual es el caso insigne 

de Ildefonso Cerdá, la normativa urbanística, tras sus sucesivas reformas, puede seguir 

considerándose reguladora de un urbanismo “predial” que gira en torno a la clasificación y 

calificación urbanística de las parcelas. Es decir, con el paso del tiempo, ese urbanismo 

prospectivo de 1956 se estanca en sus propias formulaciones y no alcanza a abrirse hacia una 

nueva perspectiva: el “urbanismo de las redes”. 

 

En consecuencia, falta la formulación, en el Derecho Urbanístico español en pleno s. XXI, de 

un régimen jurídico urbanístico completo de las redes o sistemas de infraestructuras de 

servicios urbanos. En su ausencia, las connotaciones urbanísticas de las redes son reguladas, 

entremezcladas con cuestiones técnicas y financieras, por la normativa sectorial reguladora de 

la actividad. Esta situación se ve agravada y, a la vez favorecida, por las tendencias políticas 

de signo neoliberal que favorecen la prevalencia de una actividad reguladora de sesgo 

económico que, en su huída del concepto formal de servicios públicos, se distancia también 

de un urbanismo históricamente impregnado por la idea del interés general y con una fuerte 

vocación ordenadora. 

 

En este contexto, la evolución de la regulación jurídico-económica de las redes de 

infraestructuras de servicios ha ido dando forma a una específica y peculiar configuración del 

derecho de propiedad. Esta configuración reafirma plenamente el carácter de propiedades 

                                                           

14 Serrano Alberca 2009, p. 355. 
15 Serrano Alberca 2009, p. 356. 



 
 

6                                                                                                    Energía eléctrica en el medio urbano 

 

privadas de las redes pero mantiene su afectación al uso público que se manifiesta en la 

articulación de su régimen de funcionamiento: se reconoce a los ciudadanos el derecho de 

acceso y aprovechamiento (uso) de las redes al tiempo que sobre ellas operan distintos 

agentes económicos que ofrecen diversos servicios. A cambio, el titular propietario de la 

infraestructura tiene derecho a percibir unos peajes, tarifas o precios por su uso. Se conforma 

así una delimitación del contenido del derecho de propiedad privada caracterizada por 

reconocer a terceros, sin posibilidad de discriminación, el derecho de uso, en vez de a su 

titular. Jiménez de Cisneros llega a hablar de “obras públicas de titularidad privada”y 

defiende que la relación dominical no queda desvirtuada pese a eliminarse algunas de las 

facultades inherentes y características de la propiedad16. En este sentido, puede decirse que el 

desarrollo y expansión de las redes como característico fenómeno urbanizatorio tiene un 

fuerte impacto en el sistema jurídico. Sin embargo, esta incidencia no se deja sentir en el 

Derecho Urbanístico a pesar de que la propiedad de las redes es también “urbanística” en 

tanto que lo que se posee es un elemento netamente urbanizatorio. 

 

 

Modos específicos de ocupar el territorio del urbanismo reticular 
 

Tal vez la primera característica que ha de ser resaltada, pese a su evidencia, de las redes de 

servicios, es precisamente su carácter de red que las contrapone a los clásicos equipamientos 

urbanísticos (centros asistenciales, sanitarios, educativos…) concebidos en términos 

edificatorios. De ahí se derivan toda una serie de consecuencias que se traducen, en último 

término, en la inadaptación e inaplicabilidad a las redes de las normas urbanísticas que 

regulan tales equipamientos. 

 

Entre esas diferencias destaca la diversa manera de ocupar el territorio. Las redes, pese a su 

aparente carácter etéreo, se despliegan sobre el territorio físico y provocan diferentes 

intensidades y modalidades de utilización del mismo. Así, mientras los equipamientos 

responden a las técnicas urbanísticas de reserva y obtención de terrenos (ya sea mediante 

cesión en el marco de la equidistribución para el supuesto prototípico de equipamientos 

públicos en suelo urbanizable, o mediante expropiación o negocio jurídico, según los casos), 

el despliegue en el territorio de las infraestructuras de servicios no va a requerir, en buena 

medida, y salvo para determinadas instalaciones de tipología edificatoria, la adquisición de 

terrenos en propiedad. Por ello, en todo tipo de suelos, el despliegue de las redes tiende a 

seguir sus propias reglas o mecanismos jurídicos de ocupación del territorio. 

 

Pero la especificidad de las redes radica, además, en que su potencial urbanizador no se 

circunscribe al suelo urbanizable como elemento de las nuevas áreas urbanizadas sino que, 

por razón de su avance tecnológico –que supone incluso la aparición periódica de nuevos 

servicios-, se manifiesta en el constante redimensionamiento17 de las mismas en el suelo ya 

urbanizado y, paralelamente, en la necesidad de extenderse por territorios teóricamente 

                                                           

16 Ariño & Almoguera (Edit.) 2001, p. 61 y 65. 
17 Sobre las obligaciones de redimensionamiento de las compañías distribuidoras de electricidad en el suelo 

urbanizado vid. Rodríguez Andrade, Carmen. Energía para la ciudad: redimensionamiento de las infraestructuras 

de distribución eléctrica en el suelo urbanizado. Análisis de su régimen jurídico. Normativa sectorial eléctrica 

versus planificación urbanística. IV Congreso Internacional Ciudades Creativas, 13-15 de enero de 2016, 

Universidade Complutense de Madrid. Actas disponibles en:  http://congreso2016.ciudadescreativas.es p. 221-

236. 

http://congreso2016.ciudadescreativas.es/
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excluidos de los procesos urbanizatorios que resultan artificializados y urbanizados por su 

presencia. 

 

En la medida en que son en sí mismas infraestructuras que urbanizan el territorio, que lo 

artificializan, y, al mismo tiempo, elementos básicos de los procesos urbanizatorios, las redes 

de infraestructuras eléctricas resultan afectadas por las disposiciones del Derecho Urbanístico. 

 

Ya una primera aproximación a dicha regulación en suelo urbanizable pone de manifiesto que 

la normativa urbanística se centra en los equipamientos y dotaciones públicas, entendiendo 

por tales las de titularidad pública, para las que detalla el sistema de reserva de terrenos, 

ejecución y cesión a la Administración en el marco del juego de los principios de reparto de 

plusvalías y equidistribución. Sin embargo, poco o nada se dice de las infraestructuras de 

servicios de titularidad privada que desempeñan una actividad de interés general en la que 

está garantizado el derecho de acceso de cualquier solicitante. Este vacío legal siembra dudas 

sobre el modo en que las instalaciones eléctricas - ejecutadas y financiadas por el promotor en 

suelo urbanizable - y los terrenos en que se asientan participan, en la práctica, en los procesos 

que materializan los principios aludidos. 

 

Más allá de las situaciones en las que son aplicables las normas urbanísticas que disciplinan -

aún con todas sus lagunas - las operaciones de transformación urbanística, el despliegue 

territorial de las redes en general, y de las eléctricas en particular, sortea la normativa 

urbanística y se ve abocado a buscar en la normativa sectorial los mecanismos jurídicos 

específicos para la ocupación del territorio que aquella no alcanzó a prever. 

 

En concreto, mientras en el suelo urbano los mecanismos jurídicos serán esencialmente la 

utilización del dominio público y la cesión de uso de locales para ubicación de centros de 

transformación, en el suelo rústico o no urbanizable cobra protagonismo la imposición de 

servidumbres y sacrificios del derecho de propiedad a través del instituto expropiatorio. Este 

artículo atiende especialmente a estos ámbitos más desregulados urbanísticamente. 

 

“A pesar de la inyección de competencia y de mercado, - dice Sibina Tomás18-  las normas 

atribuyen a estas empresas privadas ventajas exorbitantes respecto de otros sectores y 

mercados (léase constitución de servidumbres forzosas a su favor o derecho de ocupación de 

dominio público)”, ventajas que tienen su contrapartida en las obligaciones o desposesiones 

que afectan a los titulares del suelo. 

 

Así pues, la primera de las especificidades viene constituida por el carácter fragmentario de la 

normativa reguladora de tales mecanismos que obliga a una suerte de heterointegración entre 

las normas urbanísticas, las administrativas generales y las normas sectoriales específicas de 

cada tipo de redes de infraestructuras de servicios, las cuales, además de ser muy numerosas –

valga como ejemplo la copiosidad y complejidad de la legislación eléctrica- son diversas para 

cada tipo de red, incluso imponiendo derechos y obligaciones diferentes para los usuarios, aún 

cuando regulan un mismo aspecto propio de la redística. 

 

 

 

 

                                                           

18 Sibina Tomás 2003, p.6. 
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Mecanismos jurídicos aplicables al despliegue de redes de energía eléctrica 

 

Incidencia en el derecho de propiedad  

 

La incidencia del despliegue de las redes eléctricas en el derecho de propiedad remite a la 

noción de “limitaciones del dominio”. El término “limitaciones”, en su acepción más general, 

con vocación omnicomprensiva de cualquier acción reductora del derecho, constituye un 

“género” que engloba diversas “especies” de restricciones de distinta naturaleza e intensidad 

que afectan de forma variable al carácter “absoluto”, “exclusivo” o “perpetuo” del dominio19.  

 

En la teoría clásica de la propiedad la noción de limitaciones se contrapone a la de límites. 

Mientras estos últimos se circunscriben a los límites naturales o internos del derecho, más allá 

de los cuales el derecho no podría ejercerse legítimamente porque invadiría la esfera del 

derecho ajeno y supondría un uso antisocial del mismo, las “limitaciones” se conciben como 

restricciones externas que afectan al contenido natural del derecho. 

 

El concepto de limitaciones tendrá una existencia tortuosa en la medida en que entra en 

conflicto, por su propia significación, con la idea liberal de una propiedad absoluta y, por ello, 

en una tendencia reduccionista, llega a identificarse con una de sus especies, la 

“servidumbre”. Pero la imponderable existencia en la práctica de una variedad de 

restricciones del dominio derivadas de las exigencias de la convivencia y la organización 

social llevó a que, bajo la denominación de “servidumbres” -en especial, como “servidumbres 

legales por causa de utilidad pública”- , se agazaparan verdaderas limitaciones del dominio 

que no constituían tal derecho real. Ya en el propio ámbito iusprivatista se produce una 

reacción doctrinal que pone de manifiesto esta confusión y reivindica la naturaleza de 

“límites” de aquellas restricciones establecidas directamente por una norma de carácter 

general que no dan derecho a idemnización. Ello implica que las “limitaciones” en general 

siguen entendiéndose circunscritas a las “servidumbres”, manteniéndose en el ámbito civil la 

dicotomía “límites-limitaciones”. 

 

La irrupción de la teoría de la propiedad como derecho-deber, que ya no permitirá más 

contemplar la propiedad desde la sola perspectiva iusprivatista, supuso la multiplicación de 

las intervenciones conformadoras de la propiedad dado que, en tal teoría, la función social se 

integra en la esencia interna del derecho como elemento estructural de éste y determina el 

contenido normal del derecho de propiedad, que es objeto así de la nueva “delimitación” de su 

contenido que en el ámbito urbanístico se expresará rotundamente en la Ley del Suelo de 

1956.  

 

A partir de aquí cobra relevancia el término “delimitación” ya que, en la medida en que las 

“limitaciones” son expresión de la función social de la propiedad, no es apropiado seguir 

concibiéndolas como restricciones “externas” al derecho. Por ello, autores como Carrillo 

Donaire abogan abiertamente por la superación dogmática de las ambigüedades del término 

“limitaciones” y defienden la utilización del binomio “delimitación-expropiación”: 

 
las limitaciones legales de la propiedad que se fundamentan en la función social de la misma son 

legítimas y no dan lugar a indemnización porque suponen una simple “delimitación” 

conformadora del contenido del derecho. Por el contrario, si se produce una privación de todo o 

parte del derecho, una mutilación de sus facultades que menoscaba su “contenido esencial” en 

                                                           

19 Carrillo Donaire 2003, p. 51. 
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persecución de un fin de interés público o de utilidad social, la injerencia tendrá naturaleza 

expropiatoria y habrá de compensarse por medio de una indemnización20. 

 

Desde un sector de la doctrina administrativa (vid. García de Enterría y Fernández21, Ortega 

García22 e incluso Garrido Falla23), se propone una nueva conceptualización de la noción de 

“limitación” como categoría diferenciada frente a “delimitación” y a “expropiación”. 

 

Para estos autores “delimitar” es configurar los límites dentro de los cuales se produce el 

contenido “normal” de los derechos, mientras que “limitar” es restringir las facultades que 

entran en el ámbito delimitado previamente como propio de ese contenido normal24. La 

noción de limitaciones presenta una naturaleza negativa dado que se contrapone a las 

facultades de ejercicio que el derecho entraña añadiendo una compresión adicional. 

 

Carrillo Donaire se muestra crítico con esta teoría ya que entiende que: 
 

 el término limitación es usado aquí en un sentido algo alejado de su formulación técnica más 

estricta, pues si se refiere al establecimiento de las condiciones de ejercicio del derecho tal 

acepción cabría identificarla, en no poca medida, con el concepto técnico de “límites” pues la 

ordenación normativa de los requisitos y condiciones necesarias para el ejercicio del derecho no 

deja de ser también –a nuestro modo de ver- una forma de delimitarlo […] los conceptos de 

“limitación” –en el preciso sentido que el autor le da- y el de “delimitación” operan a un mismo 

nivel en la modelación de los derechos para su desenvolvimiento en el tráfico y, en esa medida, 

ambos son oponibles al concepto de “privación” del derecho de propiedad o de alguna de sus 

facultades25.  

 

En los próximos epígrafes se estudian aspectos básicos de tres modalidades principales de 

incidencia del despliegue de redes eléctricas en la propiedad tomando como referencia las 

categorizaciones jurídicas que quedan apuntadas.  

 

En particular, la extensión de la red sobre terrenos de propiedad privada opera a través de la 

figura de la “servidumbre”. En el sentido genérico del término, y también en el sentido 

civilístico (como contraposición a límites), constituye una “limitación” de la propiedad. 

Desde la proposición de síntesis del binomio “delimitación-privación” se presenta, como lo 

demuestra la posibilidad de imposición a través de la expropiación forzosa, como un supuesto 

típico de “privación” o sacrificio de una situación patrimonial. 

 

Dado que se trata de un iura in re aliena, la servidumbre produce la transferencia de parte del 

uso o aprovechamiento del bien sobre el que recae, afectando al carácter exclusivo del 

derecho, de modo que las facultades de la propiedad vienen a quedar divididas entre el 

propietario y el titular de la servidumbre. En este sentido, conviene apuntar que la 

expropiación en nuestro derecho positivo sacrifica no sólo la propiedad entendida como 

derecho pleno sino también “facultades parciales del dominio”, de lo que deviene instrumento 

apto para la constitución forzosa de una servidumbre por resultar el mantenimiento de tales 

facultades incompatible con la utilidad pública o el interés social formalmente declarados, en 

cuanto que éstos imponen una afectación nueva del objeto a expropiar. 

                                                           

20 Carrillo Donaire 2003, p. 58. 
21 García de Enterría & Fernández 2015, p. 107 y ss. 
22 Ortega García 1974, p 25-26. 
23 Garrido Falla 1997, p.1. 
24 Ortega García 1974, p 25-26. 
25 Carrillo Donaire 2003, p. 60-61. 
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La prerrogativa de la expropiación 

 

El principal instituto jurídico recogido en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector 

Eléctrico, encaminado a posibilitar la implantación de las redes eléctricas en el territorio, 

frente a la existencia de titulares privados del suelo, es el expropiatorio, al que la mencionada 

ley dedica el Título IX, fundamentalmente los art. 54 a 58. 

 

En una visión preliminar cabe destacar que la Ley del Sector Eléctrico regula, como si se 

tratara de dos figuras desconectadas, la declaración de utilidad pública y las servidumbres. 

Así, en la rúbrica del Título aparecen las palabras expropiación y servidumbres aparentemente 

contrapuestas. Respecto a la expropiación, su regulación se circunscribe a la declaración de 

utilidad pública y sus efectos. 

 

 

El fundamento del poder de expropiación 

 

Llama la atención, a limine, la utilización de la expresión “utilidad pública” para designar la 

finalidad que fundamenta tan radical poder de intervención de empresas privadas en la esfera 

jurídica de los ciudadanos, teniendo en cuenta la dualidad terminológica que permite la Ley 

de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa: utilidad pública o interés social. 

Aunque ambos son causa expropiandi del ejercicio de una idéntica potestad expropiatoria, su 

utilización no es totalmente neutra. 

 

Desde el s. XIX la utilidad pública se predicaba característicamente de una obra pública, que 

era el campo por excelencia de la expropiación, como apuntan García de Enterría y Tomás-

Ramón Fernández26 que añaden que “es el desbordamiento de ese límite estricto el que ha 

llevado a ampliar el concepto”, poniendo como ejemplo “la admisión creciente de 

expropiaciones con beneficiarios privados, sin que éstos fuesen necesariamente 

concesionarios de obras y servicios”. Este último es el caso de las expropiaciones en el ámbito 

del sector eléctrico que, en un contexto liberalizado, se efectúan a favor de las empresas 

privadas titulares de las redes. De lo anterior parece deducirse que resultaría más apropiado 

declarar el interés social del fin, en vez de la utilidad pública. Si bien la Ley de Expropiación 

Forzosa no justifica la distinción entre ambos, concluyen los autores citados que “por 

«utilidad pública» se entienden las exigencias del funcionamiento de la Administración (obras 

públicas, servicios públicos) o de sus concesionarios (…) en tanto que por «interés social» 

habrá que entender cualquier forma de interés prevalente al individual del propietario distinto 

del supuesto anterior”27. 

 

Particular atención merece la reflexión realizada al respecto por Serrano Alberca, quien 

considera que cuando la causa expropiandi es el interés social “se trata de intervenir en la 

economía con el fin de conseguir objetivos que van más allá de la mera realización de una 

obra pública”, aludiendo a “operaciones de conformación o transformación social”. Por su 

parte, entiende que son expropiaciones por razón de utilidad pública las “circunscritas a dotar 

a un ámbito territorial gestionado por sistema de actuación privado, de los sistemas generales, 

infraestructura o dotaciones locales, si no se pueden obtener los terrenos por otros métodos”. 

En su estudio específico sobre la categoría de sistemas generales, y aunque inicialmente 

                                                           

26 García de Enterría & Fernández 2015, p. 236. 
27 García de Enterría & Fernández 2015, p. 236. 
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parece reconducir estos al concepto de obra pública, después de referir el fenómeno de la 

eclosión de las redes de servicios, llega a una definición28 de sistemas generales como 

conjunto de elementos o infraestructuras en la que resalta, entre otras notas, que son 

“generalmente de titularidad pública, aunque esta circunstancia no es determinante” y que “se 

dirigen fundamentalmente a satisfacer necesidades colectivas de los ciudadanos”. Más 

adelante añade: “los sistemas generales son obras públicas para un servicio de la comunidad. 

No son, por tanto, actuaciones de interés social, sino de utilidad pública”. En síntesis, siendo 

consciente de la particularidad de las redes en cuanto a su titularidad, da prevalencia al fin de 

prestar un servicio que atiende a necesidades comunitarias y no duda en calificarlas “de 

utilidad pública”. 

 

Es paradójica tal conclusión dado que, para huir del concepto de servicio público y afirmar el 

proceso liberalizador, otros autores como Chinchilla Marín29 defienden que “[...] lo que 

justifica [...] el régimen de limitaciones a la propiedad pública y privada que la legislación 

[…] establece ‘en beneficio’ de los operadores [...] es el hecho de que la instalación de redes 

públicas […] es un simple instrumento necesario para la prestación, en régimen de 

competencia, de servicios de interés general” y fundamentan la prerrogativa de expropiación 

en el “interés social” de dichas instalaciones. 

 

Frente a tal línea de pensamiento razonan García de Enterría y Tomás-Ramón Fernández, que 

“una cosa es el interés teórico de la competencia, en abstracto o en general, y otra que, cuando 

se trata de sacrificar un concreto derecho de propiedad, la específica necesidad que se invoca 

por un operador para ocupar o expropiar una determinada finca, haya de reputarse de interés 

público” y argumentan, agudamente, que “en la perspectiva del particular que se puede ver 

sometido a un procedimiento expropiatorio no le sirve de consuelo que les diga que si el 

trazado de la red es absurdo o ineficiente no ha de preocuparse, pues el mercado ya expulsará 

del mismo al beneficiario de la expropiación. [...] lo que él querrá saber es si es real e 

inmediatamente necesario que a él le priven de su propiedad”30. 

 

En este punto cabe recordar que Ortega García31, analizando, en 1974, la figura del 

beneficiario en la expropiación como sistema de actuación, diferenciándolo del concesionario, 

indica que la expropiación “se pone al alcance de los propios intereses privados, cuando 

dichos intereses se sitúan dentro del área de la utilidad pública” ya que se concede el 

beneficio de la expropiación forzosa a entidades privadas “por la relevancia de la función que 

se lleva a cabo” la cual “es un auténtico servicio público de creación de terrenos 

urbanizados”. Interesa de esta reflexión la conexión entre utilidad pública y relevancia de la 

función –que tilda de servicio público- realizada por el beneficiario privado. 

 

                                                           

28 «el conjunto de elementos o infraestructuras previstos en alguno de los instrumentos de planeamiento 

urbanístico, territorial y sectorial, aunque eventualmente pueden no hallarse previstos en dichos instrumentos, 

generalmente de titularidad pública, aunque esta circunstancia no es determinante, que, por extender su área de 

influencia al conjunto o gran parte del suelo municipal o ser susceptibles de tener una dimensión supramunicipal, 

se dirigen fundamentalmente a satisfacer necesidades colectivas de los ciudadanos, contribuyendo a la 

estructuración y vertebración del territorio y sirviendo como complemento indispensable a los usos urbanos 

lucrativos (residencial, comercial, terciario o industrial) para que éstos puedan funcionar adecuadamente y 

respondan a un desarrollo armónico y equilibrado de la ciudad y, en general, del territorio» Serrano Alberca 

2009, p. 314. 
29 Chinchilla Marín 2000, p. 97. 
30 García de Enterría & Fernández 1999, p. 322. 
31 Ortega García, 1974, p. 106. 
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Sin duda tiene razón Sibina Tomás32 cuando afirma que “su fundamento [de la expropiación] 

no es doctrinalmente pacífico: la condición de interés general de la actividad, su utilidad 

social, el servicio público universal, las obligaciones de servicio público, garantizar la 

igualdad de los operadores o garantizar la competencia”. 

 

En definitiva, las redes técnicas de servicios ponen a prueba la capacidad conceptual del 

Derecho Administrativo en la medida en que, aún orientadas por un decidido principio de 

mercado, no se recatan en reutilizar conceptos históricamente ligados al servicio público y a la 

obra pública en la fundamentación de sus más drásticas prerrogativas33. 

 

 

La expropiación de facultades dominicales: el contenido de la expropiación34 

 

Otra de las características más significativas de la prerrogativa expropiatoria otorgada a las 

empresas titulares de redes de servicios afecta a su contenido pues, aunque habrá supuestos en 

los que se produzca una expropiación del derecho de propiedad del terreno, en la mayoría de 

los casos, el tipo de instalación consistirá en conducciones aéreas o subterráneas para las que 

será suficiente con la expropiación de facultades parciales del dominio. 

 

Las servidumbres previstas en la Ley del Sector Eléctrico pueden imponerse forzosamente a 

través del instituto expropiatorio por más que dicha ley diferencie en la rúbrica del título entre 

expropiaciones y servidumbres, constituyendo un supuesto típico de expropiación de 

facultades parciales del dominio. Por tanto, a ellas se entienden aplicables también los 

artículos referidos a la declaración de utilidad pública.  

 

El art. 57 de la Ley del Sector Eléctrico dispone que la servidumbre de paso de energía 

eléctrica tendrá la consideración de “servidumbre legal”. Sin embargo, García de Enterría y de 

la Quadra Salcedo, en referencia a la Ley General de Telecomunicaciones, apuntan que 

“probablemente, puestos a hablar de servidumbres, es sin duda más acertada la calificación de 

servidumbre forzosa que en ella se hace, frente a la de servidumbre legal que hemos visto que 

efectúa la Ley del sector eléctrico”. Se basan, para efectuar esta crítica, en que el calificativo 

“legal” evoca –como ha puesto de manifiesto la doctrina civilista- su constitución directa e 

inmediatamente por la propia ley, “en tanto que las forzosas pueden ser constituidas a partir 

de la ley, pero sin que ella misma las constituya”35. Este carácter de servidumbre forzosa no 

queda desvirtuado, para transformarse en voluntaria, incluso si se llega a alcanzar un acuerdo 

con el propietario privado del suelo que asume la procedencia legal de su constitución 

(sentencia 11/2003, de 1 abril, del Tribunal Superior de Justicia de Navarra). 

 

                                                           

32 Sibina Tomás 2003, p. 6. 
33 Es significativo que Red Eléctrica de España, en su blog “entrelíneas” diga: “las instalaciones [...] satisfacen 

necesidades de interés general, y por ello, en la Ley del Sector Eléctrico, se ha declarado de manera genérica su 

utilidad pública”. http://entrelineas.ree.es/conoce-mejor/la-declaracion-de-utilidad-publica-de-instalaciones-de-

la-red-de-transporte (consultado el 12-4-2017). 
34 Aunque en este reducido estudio no se analizan las cuestiones procedimentales, dejamos constancia, siquiera 

sea a pie de página, de la lúcida crítica que efectúa Bermejo Vera frente a la extensión indiscriminada del 

procedimiento de urgencia, pese a su configuración con carácter de excepcionalidad en la Ley de Expropiación 

Forzosa y pese a que, tratándose de beneficiarios privados, las garantías de los particulares deberían reforzarse 

en vez de limitarse. Vid. Bermejo Vera  1990. P. 187 y ss. 
35 García de Enterría & De la Quadra-Salcedo 1999, p. 371. 

http://entrelineas.ree.es/conoce-mejor/la-declaracion-de-utilidad-publica-de-instalaciones-de-la-red-de-transporte
http://entrelineas.ree.es/conoce-mejor/la-declaracion-de-utilidad-publica-de-instalaciones-de-la-red-de-transporte
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Por su parte, Carrillo Donaire defiende su naturaleza de “servidumbre administrativa”, a pesar 

de la privatización de los servicios en red, con base en la conjunción de dos circunstancias: el 

expreso carácter de servicios “de interés general” y la condición de beneficiario de la 

expropiación de los titulares de las redes ya que “hoy como ayer, estos operadores representan 

el interés público o social”36. 

 

La legislación expropiatoria general no alcanza a abarcar las especificidades expropiatorias 

del despliegue redístico en el territorio, con lo que se pierde la oportunidad de establecer un 

mínimo régimen unitario. En consecuencia, las leyes sectoriales reguladoras de las 

actividades de redes técnicas se convierten en legislaciones expropiatorias especiales que 

conforman, en su conjunto, un cuerpo heterogéneo de normativas expropiatorias para cada 

tipo de red. Además, como ya advirtiera Colom Piazuelo en relación con las instalaciones de 

gas, la ley sectorial no suele contener reglas completas del instituto expropiatorio, ni siquiera 

“de los aspectos relativos a la extensión, procedimiento y normas de valoración, que en el 

artículo 2.1 del REF [reglamento de expropiación forzosa] se consideran propios de las leyes 

especiales”37. 

 

Por lo que respecta al contenido concreto, sin que aquí proceda su estudio exhaustivo, 

conviene poner de manifiesto que, pese a su denominación como servidumbre de paso (aéreo 

o subterráneo), además del contenido inherente al derecho de paso de la instalación (vuelo 

sobre el predio sirviente y establecimiento de postes, torres o apoyos fijos para la sustentación 

de cables conductores de energía, todo ello incrementado en las distancias de seguridad que 

reglamentariamente se establezcan, para el caso del paso aéreo; y ocupación del subsuelo por 

los cables conductores, incrementado en las distancias de seguridad que reglamentariamente 

se establezcan, para el caso de paso subterráneo), comprende otra serie de derechos que 

conducen a calificar esta servidumbre por la doctrina como “un derecho real único pero con 

un contenido diverso”38 o como un “gravamen complejo con facultades diferenciadas”39. En 

concreto, la Ley del Sector Eléctrico en el art. 57.4 incluye en el objeto de la servidumbre el 

derecho de paso o acceso y la ocupación temporal de terrenos u otros bienes necesarios para 

la construcción, vigilancia, conservación o reparación de las instalaciones así como  la tala de 

arbolado. 

 

Al respecto ya puso de manifiesto Colom Piazuelo40 que “de ahí [en referencia a esa 

diversidad de contenido] que su determinación resulte de considerable importancia para 

concretar el objeto expropiado y los conceptos y la cuantía de la indemnización que es preciso 

abonar a los propietarios”. Sobre las dificultades de tal concreción, baste señalar que la 

denominada ocupación temporal incluye ocupaciones futuras necesarias para la conservación 

o reparación, de no fácil previsión en el momento de la expropiación, sin perjuicio de que el 

propio término ocupación temporal no resulta afortunado ya que alude a una servidumbre 

permanente (lo que ya advirtió la STS de 14-7-1983 que la califica de discontinua).  

 

 

 

                                                           

36 Carrillo Donaire 2003, p. 152-153 
37 Colom Piazuelo 1997, p. 482. 
38 Colom Piazuelo 1997, p. 486. 
39 Carrillo Donaire 2003, p. 158 
40 Colom Piazuelo 1997, p.486. Este autor ya advierte que la problemática es común al gas, al sector eléctrico y a 

las telecomunicaciones. 
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Las peculiaridades del régimen de ocupación del dominio público 

 

Como dicen García de Enterría y De La Quadra-Salcedo “ocupación del dominio público y 

expropiación o imposición de servidumbres sobre el dominio privado no son sino dos técnicas 

al servicio de un mismo fin: permitir el despliegue de unas infraestructuras soporte de 

servicios cuya utilidad pública estaba ínsita en la propia categoría de servicio público y ahora 

es preciso reencontrar en un contexto de liberalización” 41. 

 

Sin perjuicio de que ambas técnicas se pongan al servicio del mismo fin, son en sí mismas 

diferentes e independientes pues ambos tipos de dominio, público y privado, tienen distinta 

naturaleza y están sujetos a un régimen jurídico divergente. Baste indicar que el dominio 

público es inalienable y, por tanto, inexpropiable42. No obstante, la normativa sectorial 

eléctrica se refiere al dominio público en términos no del todo acordes con esta dicotomía 

esencial. 

 

En concreto, la Ley del Sector Eléctrico dedica a la ocupación del demanio apenas el apartado 

2 del art. 56 -cuya ubicación en plena regulación de expropiación y servidumbres ya es 

significativa- para extenderle los efectos de la declaración de utilidad pública, con la siguiente 

dicción literal: 
 

Igualmente, supondrá –la declaración de utilidad pública- el derecho a que le sea otorgada la 

oportuna autorización, en los términos que en la declaración de utilidad pública se determinen, 

para el establecimiento, paso u ocupación de la instalación eléctrica sobre terrenos de dominio, uso 

o servicio público o patrimoniales del Estado, o de las Comunidades Autónomas, o de uso público, 

propios o comunales de la provincia o municipio, obras y servicios de los mismos y zonas de 

servidumbre pública. 

 

De acuerdo con dicho tenor, la declaración de utilidad pública de la instalación conlleva un 

“derecho al otorgamiento de la autorización” de ocupación del dominio público. Esta 

expresión no es unánime en las diversas normativas reguladoras de las redes de 

infraestructuras de servicios. Así, el apartado 1 del art. 30 de la Ley 9/2014, de 9 de mayo, 

General de Telecomunicaciones, habla sin ambages de un “derecho de ocupación del dominio 

público”: “Los operadores tendrán derecho, en los términos de este capítulo, a la ocupación 

del dominio público en la medida en que ello sea necesario para el establecimiento de la red 

pública de comunicaciones electrónicas de que se trate”. 

 

Pese a las disimilitudes terminológicas, lo esencial en ambas normas es que aparentemente no 

se circunscriben a las técnicas propias de uso del dominio público establecidas en la 

normativa de patrimonio de las Administraciones Públicas sino que parecen configurar un 

derecho específico de ocupación del dominio público. En sus comentarios a la Ley General de 

Telecomunicaciones, García de Enterría y De La Quadra-Salcedo opinan que “supone una 

figura singular en la dogmática del dominio público, pues implica reconocer de antemano que 

alguien tiene “derecho” a ocupar el dominio público, que aparece así gravado con una especie 

de servidumbre –en términos civiles probablemente servidumbre de paso- [...] sobre un bien 

del que constitucionalmente se reconoce su carácter inalienable, imprescriptible e 

inembargable”43. 

 

                                                           

41 García de Enterría & De La Quadra-Salcedo 1999, p.319 
42 Art. 132 de la Constitución Española. 
43 García de Enterría & De La Quadra-Salcedo 1999, p. 343 
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Esta idea de derecho con evocaciones a la servidumbre subyace también en el ámbito 

eléctrico y, sin duda, su origen como efecto de la declaración de utilidad pública refuerza esa 

asociación. No sólo se acude a la declaración de utilidad pública para, según se deduce, 

justificar la ocupación del dominio público sino para anudarle el otorgamiento de la 

correspondiente autorización como si, en virtud de tal declaración, la autorización fuera un 

acto automático, en lo cual incide el inciso “en los términos que en la declaración de utilidad 

pública se determinen”. Se ignora con ello que dicha autorización tiene su propio 

procedimiento de concesión y que ha de ser otorgada por la Administración titular del 

demanio que puede ser -y habitualmente será- distinta de aquella que realizó la declaración. 

Es más, la autorización de utilización del dominio público atiende a sus propios fines y, por 

ello, no cabe descartar que pudiera establecer condiciones o limitaciones, por ejemplo, por 

incompatibilidad con otros usos. 

 

Resulta asimismo problemática la extensión de este régimen a otras clases de bienes, algunos 

de los cuales, por ejemplo los patrimoniales, deberían someterse a las reglas aplicables al 

dominio privado, de acuerdo con su normativa específica, pues esta es su naturaleza, por 

mucho que su titular sea una Administración pública. 

 

En todo caso, el artículo 56 de la actual Ley del Sector Eléctrico de 2013 ha sido corregido o 

modulado respecto al tenor literal del art. 54 de la anterior ley del sector eléctrico, Ley 

54/1997, de 27 de noviembre, según el cual la declaración de utilidad pública “Igualmente, 

llevará implícita la autorización para el establecimiento o paso de la instalación eléctrica sobre 

terrenos de dominio, uso o servicio público…”. De este carácter “implícito” cabía entender la 

innecesariedad del otorgamiento de dicha autorización, lo que no dejaba de ser, cuando 

menos, una mezcla estraña entre un prerequisito de la institución expropiatoria y sus directas 

consecuencias en un ámbito dominical inexpropiable. 

 

En todo caso, y por si la regulación no fuera ya suficientemente enloquecida, el art. 149.2 aún 

vigente del RD 1955/2000, de 1 de diciembre, sigue indicando que la declaración llevará 

implícita la autorización para el establecimiento o paso sobre el dominio público. 

 

La reciente litigiosidad sobre la imposición de tasas por las Corporaciones Locales por la 

utilización del dominio público, además de confirmar la posibilidad y legalidad de dicha 

imposición, ha venido a dotar de cordura la interpretación de la legislación sectorial eléctrica 

al reafirmar la aplicación del régimen propio del dominio público con su particular sistema de 

autorizaciones y concesiones, conforme a su legislación reguladora específica. Así, por todas, 

se reproducen los siguientes elocuentes párrafos de la STS de 31-10-2013: 

 
… las previsiones contenidas en la Ley 54/1997 y en el Real Decreto 1955/2000, sobre 

expropiaciones y servidumbres, y la lectura e interpretación de las mismas no cabe más que 

hacerla partiendo de dicho presupuesto insoslayable, esto es, que los bienes de dominio público 

son inexpropiables, están afectos al uso o servicio público, no cabe someterlos a gravamen 

mediante una servidumbre de paso para su uso común especial o privativo, en tanto que su 

régimen jurídico se rige por la normativa que rige este tipo de bienes, y, respecto de los bienes de 

dominio público local, conforme al Real Decreto 1372/1986, artículo 77.1, para el uso común 

especial se requiere la obtención de licencia, y, artículo 78, mientras que para el uso privativo se 

requiere la previa obtención de concesión administrativa. 

 
Por todo ello, conforme al artículo 54 de la Ley 54/1997, los efectos de la declaración de utilidad 

pública, respecto de los bienes de dominio público, ( art. 54.2 y 149 del Real Decreto 1955/2000 ), 

"llevará implícita la autorización para el establecimiento o paso de la instalación eléctrica"; esto es, 

la declaración de utilidad pública se realiza a los efectos expropiatorios en los bienes susceptibles 
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de expropiación, respecto de los que no lo son, como es el caso al tratarse de bienes de dominio 

público local, los efectos se limitan a la obtención de la autorización para su uso común especial o 

privativo. 

 

Si bien la sentencia deja claro que la declaración de utilidad pública no puede realizarse a 

efectos expropiatorios sobre los bienes de dominio público, no es tan contundente a la hora de 

puntualizar los efectos en cuanto a la obtención de la autorización de uso de dichos bienes y, 

en concreto, sobre si opera en virtud de alguna suerte de automatismo. En todo caso, sí afirma 

rotundamente la diferencia de régimen: 
 

Dicho lo anterior, decae la argumentación de la parte recurrente en cuanto asimila el régimen al 

que viene sometido los bienes de dominio público respecto a su uso o aprovechamiento, al 

régimen expropiatorio, considerando erróneamente que los bienes de dominio público una vez 

obtenida la declaración de utilidad pública son susceptibles de expropiación mediante la 

imposición y ejercicio de una servidumbre de paso y la consiguiente necesidad de ocupación 

urgente de los terrenos públicos. 

 

Técnicamente, desde la perspectiva del instituto de la expropiación, si los bienes de dominio 

público no son susceptible de expropiación, no puede predicarse su ocupación… 

 

Y, para despejar las posibles dudas restantes, la sentencia califica el uso de especial:  

 
la tasa se constituye con base en un uso de dominio público que sólo puede ser calificado como 

especial, pues el transporte de energía eléctrica se lleva a cabo mediante tendidos eléctricos que 

cruzan o sobrevuelan en su caso, carreteras, caminos, ríos y otros bienes de dominio público, y que 

ciertamente necesitan del establecimiento de postes cuya ocupación es de mínimo alcance en 

relación al tendido de la línea. 

 

En buena medida, toda esta confusión se ha producido por la intención premeditada de huir de 

la calificación o asimilación al servicio público cuando, por esencia, el dominio público está 

afecto al servicio público, de lo que se colige su aptitud natural para servir de soporte a tales 

actividades, sin perjuicio de la ponderación de los otros usos o servicios públicos 

concurrentes. 

 

No obstante, a Carrillo Donaire no le parece convincente que estos derechos de paso hayan de 

articularse a través de la autorización demanial “como consecuencia ineludible del principio 

de inalienabilidad del dominio público” por entender que se parte de una formulación de 

dicho principio excesivamente rígida y recuerda que, en sus orígenes, se configuraron como 

servidumbres44. 

 

 

Las cesiones obligatorias de uso de locales 

 

El art. 26 del Real Decreto 1048/2013, de 27 de diciembre, por el que se establece la 

metodología para el cálculo de la retribución de la actividad de distribución de energía 

eléctrica, con una redacción no del todo clara, establece que: 

 
Cuando se trate de suministros sobre suelos en situación básica de urbanizados (…) y la potencia 

solicitada para un local, edificio o agrupación de éstos sea superior a 100 kW, o cuando la potencia 

solicitada de un nuevo suministro o ampliación de uno existente sea superior a esa cifra, el 

                                                           

44 Carrillo Donaire 2003, p. 178-179. 
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solicitante deberá reservar un local, para su posterior uso por la empresa distribuidora, (…), para la 

ubicación de un centro de transformación… 

 

El local ha de reunir una serie de requisitos: ser cerrado, con fácil acceso desde la vía pública, 

estar adaptado al destino y cumplir con las condiciones técnicas exigidas por la normativa 

vigente así como con las normas técnicas establecidas por la empresa distribuidora y 

aprobadas por la Administración Pública competente.  

 

La utilización por la distribuidora se instrumentará a través de una “cesión de uso” quedando 

el propietario del local obligado a registrarla, si bien los gastos del registro correrán a cargo de 

la empresa. 

 

La empresa distribuidora, cuando haga uso del mencionado local, deberá abonar al propietario 

una “compensación” que se establecerá –según dicho decreto- por orden del Ministro de 

Industria. 

 

De acuerdo con la dicción del artículo, la potencia del centro de transformación instalado 

puede ser superior a la solicitada, con la finalidad de suministrar energía a otros peticionarios 

y en este caso la empresa distribuidora abonará al propietario del inmueble una cantidad que 

se establecerá por orden del Ministro de Industria pero que en ningún caso procederá por la 

diferencia de potencias que pudiera existir entre la potencia solicitada y la potencia 

normalizada del transformador inmediatamente superior a la solicitada. 

 

La disposición comentada se dirige a los titulares de la propiedad urbana, es decir, incide en 

su estatus como propietarios de suelo ya transformado urbanísticamente (“urbanizado”) y 

atiende directamente a las necesidades inherentes a esa condición de urbanizado. 

 

Como ya hemos visto en los apartados anteriores, la incidencia de la implantación de las 

instalaciones eléctricas en el patrimonio de los particulares –sin perjuicio del régimen 

específico de las operaciones de transformación urbanística- está arbitrada en la Ley del 

Sector Eléctrico a través del sistema de expropiación del dominio pleno o bien de las 

facultades parciales del dominio necesarias para la imposición de la servidumbre forzosa de 

paso, servidumbre que resulta creada y perfilada por la propia ley. Sin embargo, en el caso 

actual, la obligación viene establecida en una norma de rango reglamentario que no la califica 

de servidumbre ni remite su imposición al procedimiento de expropiación forzosa. En 

coherencia con ello, no alude a una indemnización por la privación de la facultad de uso del 

bien, sino a una “compensación”. 

 

Este carácter de compensación es refrendado por la Sentencia del Tribunal Constitucional 

120/2016, de 23 de junio, que la tilda expresamente de tal ante la alegación de que el valor de 

los locales cedidos no es uniforme en todo el Estado sino que varía en función de su 

ubicación, cuando dice: 
 

Frente a lo que sostiene la Letrada de la Generalitat de Cataluña la norma no regula la valoración 

del local sino la compensación a abonar por su uso con la finalidad prevista en la norma. Ahora 

bien, la determinación de la cuantía concreta de dicha compensación es una tarea ejecutiva que no 

tiene naturaleza básica […] En consecuencia, el inciso «que se establecerá por orden del Ministro 

de Industria […] del artículo 26.3 incurre en extralimitación competencial y es inconstitucional y 

nulo. 
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Esta compensación en todo caso, y tal y como se configura en la ley, se entiende que se 

abonará una sola vez, sin perjuicio de que la cesión de uso se realiza por el período 

indeterminado durante el que la compañía distribuidora considere conveniente utilizar dicho 

local para tal fin. Lo mismo acontece con la cantidad a abonar en el caso de que la potencia 

del transformador que se instale sea superior a la solicitada (en puridad, a la normalizada 

superior a la solicitada) y se utilice para suministrar energía a otros consumidores. 

 

No se amolda bien esta cesión de local a una mera “limitación del derecho” –en el sentido 

expresado por García de Enterría- pues no se circunscribe a actuar como una simple 

compresión sobre las condiciones de ejercicio del derecho de propiedad dejando inalterada su 

funcionalidad, sino que directamente “transfiere” la facultad de uso con carácter indefinido a 

la compañía distribuidora, afectando así al aspecto “exclusivo” del derecho. Además, la 

limitación se caracteriza por su no indemnizabilidad, de tal modo que “debe ser soportada 

pasivamente por el administrado, como una carga de la vida social, sin contraprestación 

económica alguna” según indican García de Enterría y Fernández45, resaltando que esta nota 

la separa de las expropiaciones. 

Respecto a la posibilidad de que constituya delimitación administrativa de derechos, procede 

recordar que esta técnica jurídica presupone una delimitación originaria del derecho, que 

establece el ámbito de lo lícito, sin la presencia de una situación jurídica previa, de modo que 

se define el contenido normal del derecho. La obligación de cesión de local afecta a un 

derecho preexistente aparentemente agotado en su delimitación, cual es el de propiedad 

urbana. Aunque podría elucubrarse sobre la posibilidad de integración de la cesión de uso de 

local en las cargas inherentes a dicho derecho en relación con la actualización de la 

urbanización, sería preciso deslindar primero la extensión de las obligaciones del titular de las 

redes respecto del redimensionamiento de éstas. 

 

Podría decirse que presenta ciertas concomitancias con la figura de la “prestación forzosa real 

no tributaria” que se diferencia de la expropiación por “necesitar el intermedio de la 

imposición previa de una obligación”46, lo cual sucede en el caso que nos ocupa, 

respondiendo al concepto jurídico-técnico de obligación, en la medida en que se vincula 

correlativamente a un sujeto que puede exigir el cumplimiento de la obligación (la compañía 

distribuidora). Esta es la diferencia esencial de este instrumento con las expropiaciones, en las 

que el expropiado no tiene obligación previa de aportar su bien al beneficiario, si bien ofrece 

similitudes suficientes que han llevado a la doctrina italiana a pretender incluir a las 

expropiaciones en la categoría de las prestaciones forzosas. 

 

Hay, en definitiva, aspectos relevantes de la cesión obligatoria de uso de local que la acercan 

a la expropiación. Destaca, entre todos ellos, su incidencia en cierto modo “singular” en la 

propiedad ya que no puede ser aplicada indiscriminadamente dado que, en la medida en que 

está pensada para el suelo urbanizado, el cumplimiento de la obligación requiere la 

posibilidad física de su materialización, lo que no siempre será posible. Por otra parte, en la 

propia norma se prevé el supuesto de que se utilice “con la finalidad de suministrar energía a 

otros peticionarios” que, obviamente, ya no tendrán que reservar dicho local. 

 

También el hecho de que implique una transferencia total del uso supone una especial 

intensidad en la desposesión del bien que obliga a preguntarse si en el supuesto de que esto 

                                                           

45 García de Enterría & Fernández 2015, p. 115. 
46 García de Enterría & Fernández 2015, p. 127. 
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aconteciera respecto de un bien privado a favor de una Administración Pública no llevaría a 

plantearse la existencia de una expropiación o publificación encubierta47. 
 

Por su parte, Bermejo Vera se refiere aún a “técnicas o figuras asimilables a la expropiación 

forzosa (…) para realizar fines variados” que pueden circunscribirse al beneficio de los 

mismos afectados o “expropiados” o para “racionalizar la prestación de servicios” y añade 

que “se habla, en estas situaciones, de transferencias coactivas no expropiatorias e incluso de 

contratación forzosa” en las que, sin embargo, “ por lo general, no se produce un daño o 

perjuicio compensable sino una modificación de la libertad negocial” 48. Aunque estas figuras 

presentan ciertas similitudes tampoco se adaptan plenamente al supuesto que nos ocupa. 

En cualquier caso, resalta este autor la necesidad ineludible por imperativo constitucional de 

que las prestaciones patrimoniales se impongan “con arreglo a la ley”49. Tal habilitación no se 

hace explícita en la dicción literal del art. 26 del Real Decreto 1048/2013 y su incardinación 

por vía interpretativa en el art. 39.3 de la Ley del Sector Eléctrico que dice “todas las 

instalaciones destinadas a más de un consumidor tendrán la consideración de red de 

distribución y deberán ser cedidas a la empresa distribuidora de la zona” ofrece no pocas 

dudas, no sólo porque el artículo se está refiriendo a la transmisión de la propiedad plena, sino 

porque el local para ubicar el centro de transformación no es propiamente una instalación. 

El régimen resulta inacabado también en la medida en que no especifica los límites de las 

obligaciones de la distribuidora inherentes a ese derecho de uso, así por ejemplo, no se 

pronuncia sobre los gastos de mantenimiento del local o sobre el régimen de pago de cuotas a 

la comunidad de propietarios, sin perjuicio de que la técnica de la cesión de uso conlleva otras 

consecuencias onerosas para su propietario, tales como el pago de tributos, entre otros 

aspectos. 

 

Resta apuntar que, si bien el régimen de implantación de las infraestructuras de servicios en el 

actual contexto liberalizado tampoco está satisfactoriamente definido en los procesos de 

transformación urbanística, no cabe duda de que al formar parte de tales procesos50, las 

obligaciones o deberes que de los mismos dimanen se integran en el régimen estatutario de la 

propiedad urbana, siendo aplicable la delimitación de tal derecho que aquel efectúa. Lo 

anterior lleva a preguntarse si el derecho urbanístico no debería reflexionar sobre el régimen 

jurídico del suelo urbanizado en relación con el fenómeno actual de la implantación de nuevas 

redes y el redimensionamiento de las existentes en función de la evolución tecnológica, para 

delimitar así con precisión los límites de la imposición de nuevas obligaciones explícitas o 

encubiertas que puedan desajustar o alterar el régimen equidistributivo y diferenciar con 

nitidez las cargas inherentes al derecho de propiedad urbana respecto de las obligaciones de 

redimensionamiento de los titulares de las redes en el suelo ya urbanizado. 

 

 

 

                                                           

47 Sin profundizar en la polémica sobre el contenido esencial del derecho, se reseña que para Serrano Alberca, 

las facultades de goce y disposición constituyen el “mínimo inderogable del derecho de propiedad”, Serrano 

Alberca 2009 p. 83. 
48 Bermejo Vera 1990, p. 169 y ss. 
49 Art. 31.3 de la CE. 
50 El Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, por el que se establece el Reglamento del Planeamiento 

Urbanístico, se refiere a los centros de transformación en su art. 58.6 en relación con los planes parciales. 
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Conclusiones 
 

El despliegue en el territorio de las redes de electricidad, -salvo en las actuaciones de 

transformación urbanística-, se realiza a través de tres mecanismos jurídicos principales 

regulados fundamentalmente en la legislación sectorial eléctrica que producen una intensa 

incidencia en el derecho de propiedad, pese a lo cual, lejos de resultar reforzados en cuanto a 

las garantías que ofrecen a los particulares, adolecen de las imprecisiones en sus aspectos 

definitorios y legitimadores que son objeto de estudio en este artículo. 

 

En primer término, la extensión de la red sobre terrenos de propiedad privada opera 

habitualmente a través de la figura de la “servidumbre”, la cual constituye una “limitación” de 

la propiedad en el sentido genérico del término y también en el más usual iusprivatista, 

mientras que desde una perspectiva más administrativa se presenta como un supuesto típico 

de “privación” de facultades parciales del dominio en contraposición a la noción de 

“delimitación” del derecho. El fundamento de tan radical poder de intervención de los 

titulares privados de las redes en la esfera jurídica de los ciudadanos no resulta pacífico. 

García de Enterría y Fernández reservan el concepto de “utilidad pública” para las exigencias 

del funcionamiento de la Administración, utilizando “interés social” para los restantes 

supuestos. Serrano Alberca, siendo consciente de la titularidad privada de las redes, da 

prevalencia al fin de prestar un servicio que atiende a necesidades comunitarias y no duda en 

calificarlas “de utilidad pública”. En consonancia con la huida del concepto de servicio 

público, autores como Chinchilla Marín fundamentan el “interés social” de las instalaciones 

en el régimen de competencia. Ortega García conecta utilidad pública y relevancia “pública” 

de la función realizada por el beneficiario privado. 

 

En referencia a su naturaleza jurídica, la Ley del Sector Eléctrico habla de “servidumbre 

legal” pero García de Enterría y de la Quadra Salcedo consideran más acertada la calificación 

de “servidumbre forzosa”. Carrillo Donaire defiende su naturaleza de “servidumbre 

administrativa”, a pesar de la privatización de los servicios en red. 

 

En cuanto a su contenido, pese a denominarla la ley “servidumbre de paso”, comprende otra 

serie de derechos que conducen a la doctrina a definirla como “derecho real único con 

contenido diverso” o como “gravamen complejo con facultades diferenciadas” y que 

complican la concreción de la indemnización. 

 

En definitiva, la legislación expropiatoria general no abarca las especificidades del despliegue 

redístico, por lo que las leyes sectoriales de las actividades se convierten en normas 

expropiatorias especiales que conforman, en su conjunto, un cuerpo heterogéneo e 

incompleto. 

 

La segunda de las técnicas, la ocupación del dominio público, presenta connotaciones propias. 

La Ley del Sector Eléctrico de 2013 le extiende los efectos de la declaración de utilidad 

pública y parece configurar un derecho específico de ocupación del demanio que conlleve el 

otorgamiento automático de la correspondiente autorización. La anterior ley de 1997 y el aún 

vigente RD 1955/2000 van más allá e indican que la declaración lleva implícita la 

autorización. La reciente jurisprudencia del Tribunal Supremo que avala la imposición de 

tasas por las Corporaciones Locales por la utilización del demanio, reafirma el carácter 

inexpropiable de éste y aclara que se trata de un uso común especial que requiere 

autorización, conforme a su normativa reguladora. 
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Finalmente, en el suelo urbanizado, para determinadas solicitudes de suministro, el RD 

1048/2013 impone la obligación de cesión de uso de local para la instalación de un centro de 

transformación. La empresa distribuidora deberá abonar al propietario del local una 

“compensación” que se establecerá reglamentariamente. Con la finalidad de suministrar 

energía a otros peticionarios, la potencia instalada puede ser superior a la solicitada, y en este 

caso la distribuidora abonará una cantidad establecida reglamentariamente por la diferencia 

entre la potencia normalizada inmediatamente superior a la solicitada y la instalada. No se 

alude a una indemnización, sino a una “compensación” que se abonará una sola vez sin 

perjuicio de que la cesión se realiza por un período indeterminado.  

 

Desde el punto de vista de su categorización jurídica, no se amolda esta cesión a una mera 

“limitación del derecho” (según el concepto de García de Enterría) pues no consiste en una 

simple compresión sobre las condiciones de ejercicio del derecho dejando inalterada su 

funcionalidad, sino que “transfiere” la facultad de uso con carácter indefinido a la compañía 

distribuidora, afectando así al aspecto “exclusivo” del derecho. Tampoco encaja como 

“delimitación”, dado que incide en un derecho preexistente ya delimitado, cual es el de 

propiedad urbana. Presenta ciertas concomitancias con la figura de la “prestación forzosa real 

no tributaria” en la medida en que intermedia la imposición previa de una obligación. No 

obstante, hay aspectos relevantes que evocan la expropiación. Destaca, entre todos ellos, su 

incidencia en cierto modo “singular” en la propiedad ya que, al afectar al suelo urbanizado, no 

siempre será posible su realización, sin perjuicio de que se prevé la utilización del centro para 

otros usuarios. Además ,el hecho de que implique una transferencia total del uso supone una 

especial intensidad en la desposesión. En todo caso, no cuenta con una habilitación legal 

explícita, y su incardinación por vía interpretativa en la Ley del Sector Eléctrico es muy 

dudosa. 

 

En conclusión, en relación con la implantación de nuevas redes y el redimensionamiento de 

las existentes, se plantea que el derecho urbanístico debería delimitar con precisión los límites 

de la imposición de nuevas obligaciones que puedan desajustar el régimen equidistributivo y 

deslindar con nitidez las cargas inherentes al derecho de propiedad urbana respecto de las 

obligaciones de redimensionamiento de los titulares de las redes. 
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